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… para la configuración del delito se requiere que la resolución judicial (auto, orden, sentencia o cualquiera otra denominación de la decisión) contenga una obligación de cualquier índole, laboral, civil, penal o administrativa, dispuesta en favor de una persona determinada, una colectividad o de la propia administración, cuyo cumplimiento sea exigible por estar en firme, sea porque no admita recursos o porque los medios de impugnación fueron ya resueltos confirmando el objeto de la obligación, de modo tal que se sea indiscutible. 

… El delito en comento es de mera conducta porque no se exige un resultado traducido en perjuicio concreto a la administración de justicia, sino que basta para su agotamiento la sola desobediencia a la obligación contenida en la orden judicial o administrativa de policía.  Y es de carácter permanente en cuanto su ejecución inicia a partir del momento en que se sea exigible la orden judicial y se extiende por el tiempo en que perdure el incumplimiento o desacato.
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Magistrado Ponente
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
    Pereira, once (11) de marzo de dos mil veinticinco (2025)

  ACTA DE APROBACIÓN No 282
  SEGUNDA INSTANCIA

	Acusado: 
	JHB

	Radicado:
	66001600003620120598601

	Delito:
	Fraude a resolución judicial

	Procedencia:
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por el apoderado de la víctima contra la sentencia absolutoria de enero 27 de 2025. Se confirma


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y ACTUACIÓN PROCESAL.
1.1.- Los hechos fueron plasmados por la funcionaria de primer nivel en el fallo confutado de la siguiente manera:

“Según quedó documentado en el escrito de acusación, los hechos fueron dados a conocer por el apoderado judicial de la entidad financiera LEASING BANCOLOMBIA S.A., aduciendo que entre dicho establecimiento y el señor JHB, se habían suscrito los contratos de arrendamiento financiero No. 77387, 77388, 78221 y 83362 creados en el año 2007 y cuyo objeto fueron unos bienes muebles consistentes en equipo para panadería, una carrocería tipo furgón y un chasis cabinado modelo 2008, bienes que fueron entregados al locatario señor JHB quien se comprometió a cancelar los cánones propios de esta figura Leasing con opción de compra de los mismos. No obstante, ante el posterior incumplimiento, desde el mes de agosto de 2008 la financiera por intermedio de apoderado hubo de demandar civilmente al ahora procesado, al punto que el Juzgado 4º Civil del Circuito profirió sentencia el 24 de junio de 2020 dentro de la causa Rad. 2009- 00271 declarando la terminación de los aludidos contratos y ordenando la restitución a favor de LEASING BANCOLOMBIA S.A. de aquellos bienes en el plazo de tres días subsiguientes a la ejecutoria del fallo.
La decisión judicial en comento, que constituye la base de la presente conducta punible imputada, no fue acatada por el señor JHB, por cuanto a voces de los apoderados -incluidos los del proceso civil-, los bienes no han sido restituidos, desaparecieron y el implicado en esos hechos no los devolvió como correspondía en cumplimiento al mandato judicial, pese -dicen los quejosos-, a los “ingentes esfuerzos” por recuperarlos.”
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevó a cabo audiencia preliminar (abril 8 de 2022) ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de esta capital con funciones de control de garantías, por medio de la cual se le formuló imputación al señor JHB, por la conducta de fraude a resolución judicial -artículo 454 C.P.-; cargo frente al cual el indiciado guardó silencio.
1.3.- Ante ese no allanamiento unilateral a los cargos, la delegada Fiscal presentó formal escrito de acusación (julio 7 de 2022), cuyo conocimiento quedó radicado en el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de formulación de acusación (febrero 24 de 2023), luego de diversos aplazamiento se efectuó la audiencia preparatoria (julio 15 de 2024) y juicio oral (octubre 31 de 2024 y enero 22 de 2025) al cabo del cual se anunció un sentido de fallo de carácter absolutorio, y en enero 27 de 2025, se dictó la respectiva sentencia.
1.4.- En el mencionado fallo, expresó la funcionaria de primer nivel que no existía mérito para proferir condena en contra del procesado JHB, al no acreditar la tipicidad ni la culpabilidad del procesado en la conducta de fraude a resolución judicial, pues si bien es cierto se soportó con las pruebas estipuladas que en el año 2007 celebró con Leasing Bancolombia contratos de arrendamiento financiero de diversos bienes muebles -un horno rotatorio con 80 latas para hornear, una cortadora boledora marca Argenal en acero inoxidable, una galletera marca Madepan con tres moldes y un furgón marca Hyundai modelo 2008 de placas WHM976-, y que al haber incumplido los pagos se adelantó un proceso de restitución de muebles, que tramitó el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, donde se emitió sentencia en junio 24 de 2010                   -ejecutoriada en julio 9 de 2010-, que dio por terminados dichos contratos y se ordenó la restitución de los muebles, la Fiscalía no comprobó el grado de conocimiento exigido respecto a que la inobservancia de ese fallo fuera producto de medios fraudulentos, artificios o engaños.

Con las pruebas allegadas a juicio no se logró establecer los medios engañosos por los cuales JHB se sustrajo al cumplimiento de la decisión judicial,  al conocerse por el encargado de administrar las  bodegas donde este tenía su establecimiento de comercio y las maquinarias, que ante el atraso en el pago del arriendo se inició proceso ante un juzgado civil para la restitución del inmueble y allí se hizo uso del derecho de retención sobre las maquinarias y equipos, y como lo explicó la abogada que adelantó el proceso para dar por terminados los contratos financieros, al llegar al inmueble encontraron la bodega cerrada, lo que indica que para el instante en que los bienes salieron de la órbita del acusado, la decisión del  Juzgado Cuarto del Circuito no se había emitido, y por ende no podría hablarse de su incumplimiento, aunado a que respecto a la presunta venta de uno de los bienes, tal testigo no recordó si ello lo fue antes o después del secuestro, el cual acorde con la normativa civil vigente para la época, debía surtirse al iniciar el proceso, y por ende no puede afirmarse que se estructuró la conducta endilgada, pues para ese momento no se había proferido sentencia. 

Aunque se dijo que el acusado vendió unos bienes para hacer abono a la deuda, todo apunta a que ese trámite fue anterior a la diligencia de secuestro, además no existe certeza qué bienes enajenó el procesado para sortear la situación económica por la que padecía y que le generó problemas de salud de índole depresivo, sumado al derecho de retención de los bienes muebles en el proceso de restitución de inmueble arrendado, lo cual le impidió acatar el fallo.

No se comprobó que JHB hubiera actuado de forma consciente y decidida para no cumplir el fallo judicial, incluso que estuviera en condiciones de obedecerla, toda vez que los medios engañosos en su actuar para tal omisión debieron probarse, lo que no se dio, sin corroborarse que de haber vendido alguno de los equipos ello sucediera con posterioridad a julio 9 de 2010, cuando quedó ejecutoriada la sentencia, por lo que no se acreditó un actuar doloso, y por el contrario, estaba en imposibilidad de acatar la orden judicial, sin que en la imputación y acusación -en punto del principio de congruencia-, se hayan estructurado los hechos jurídicamente relevantes, al no decirse en que qué consistió el fraude o engaño para evadir la sentencia.

1.5.- Únicamente el apoderado de víctimas se mostró inconforme con esa determinación e interpuso el recurso de apelación, que sustentó por escrito.

2.- DEBATE.

2.1.- Apoderado de víctimas -recurrente-
Pide se revoque el fallo absolutorio emitido y en su lugar se profiera uno de condena, con fundamento en lo siguiente:

La A-quo no valoró en debida forma la prueba arrimada, al omitir consideraciones de los testigos y de los documentos aportados, que acreditaban los artificios empleados por el acusado para sustraerse al cumplimiento de la resolución judicial, por cuanto: (i) se comprobó que JHB desmanteló uno de los bienes objeto del contrato de leasing -horno rotatorio- que llevó por piezas al banco, sin poder establecerse que correspondiera al del contrato; (ii) la abogada CONSUELO PULGARÍN, dijo que al realizar el secuestro el inmueble estaba cerrado y al lograr ingresar los bienes no estaban allí; (iii) el acusado afirmó haber vendido una máquina a un tercero en Bogotá, para entregar el dinero al banco lo que nunca efectuó, en una intención de dilatar el proceso civil y entorpecer el cumplimiento del posterior fallo, y aunque la venta fuera anterior al fallo, luego de esta no reintegró el dinero, máxime no estar autorizado por el contrato; y (iv) el abogado que representó a Bancolombia indicó que el acusado recibió múltiples requerimientos para que restituyera los bienes, sin haberlos atendido. 

La conducta de JHB, comporta una intención clara y reiterada de evadir el proceso civil y acatar la orden judicial, implementando medios fraudulentos como el desmantelamiento del horno y simular su entrega, lo que configura un actuar doloso, por lo que se requiere una nueva valoración de la prueba arrimada para emitirse una decisión ajustada a la realidad fáctica y jurídica. En este caso el acusado no solo desconoció la decisión judicial al omitir la restitución de los bienes, sino que implementó una estrategia calculada para ocultarlos y disponer de ellos, como lo fue desaparecerlos antes de la diligencia de secuestro, simular la restitución parcial de un horno desmontado y vender bienes para liquidar la deuda, sin cumplir con ello.

El proceder del acusado encaja en la figura de la tentativa desistida, al desplegar las acciones necesarias para no atender la decisión judicial, pero por circunstancias ajenas a su voluntad su maniobra fraudulenta no logró impedir el proceso de restitución, ya que gracias a la intervención de terceros que advirtieron sus irregularidades, se pusieron en marcha los mecanismos legales para que tal providencia se cumpliera, y aunque el acusado, intentó desistir parcialmente al llevar el horno desmantelado a la entidad financiera y hacer entrega parcial de los bienes, ello no es suficiente para enervar su responsabilidad penal por la tentativa de fraude, al ser incompleta la restitución, lo que se dio luego de haber sido descubierto el ardid.
La restitución parcial y tardía de bienes, evidencia que el procesado no desplegó los esfuerzos necesarios para evitar el resultado lesivo. Por ello, aunque su conducta puede encajar en la tentativa desistida, el análisis de dicho comportamiento indica que la reducción de la punibilidad debe aplicarse con cautela, pues su desistimiento no fue absoluto ni espontaneo, sino condicionado por la detección de su fraude.  Y aunque el fallo absolutorio hace alusión a que la crisis económica y estado depresivo del acusado pudieron influir en su actuación, ello no constituye causal excluyente de responsabilidad, máxime no aportarse pruebas médicas para denotar que no comprendiera su ilicitud y por el contrario negoció bienes con terceros, lo que demuestra su capacidad de decisión.

2.2.-. Los no recurrentes guardaron silencio frente al recurso de apelación. 

2.3.-. Sustentado el recurso, la A-quo lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso remitir los registros a esta Sala con el fin de desatar la alzada. 

3.- consideraciones
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004, al haberse interpuesto y sustentado recurso de apelación contra la sentencia absolutoria, por parte del apoderado de víctimas. 
3.2.- Problema jurídico planteado
Corresponde determinar si la decisión absolutoria dictada en la primera instancia está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto; o si, por el contrario, hay lugar a su revocación y a la emisión de un fallo de condena, como lo pide la parte recurrente.

3.3.- Solución a la controversia
No observa la Colegiatura la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis del fallo adoptado por el A-quo.

Al tenor del artículo 381 C.P.P., para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo frente a la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan cimiento en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.
La razón que motiva el examen de la sentencia absolutoria emitida por la A-quo en favor del señor JHB, no es otra que determinar si en efecto careció de compromiso penal alguno en la conducta de fraude a resolución judicial o administrativa de policía, con ocasión del incumplimiento del fallo proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira en  junio 24 de 2010 y ejecutoriado en julio 10 de 2010, por medio del cual dispuso la restitución a favor de Leasing Bancolombia S.A. de los bienes adquiridos mediante la figura del arrendamiento comercial, como así lo predicó la A-quo, o si, por el contrario, en su contra milita prueba que permite acreditar no solo la materialidad sino su responsabilidad en la ilicitud, dada la indebida valoración probatoria, como lo sostuvo el recurrente.

En curso del debate de juicio oral, se escucharon como testimonios de cargo, a los abogados CONSUELO PULGARÍN SÁNCHEZ -apoderada externa de Bancolombia en el proceso de Leasing-, GUSTAVO GIRALDO JARAMILLO              -apoderado en proceso de restitución de inmueble-, CARLOS MARIO MOLINA ARRUBLA -apoderado externo de Bancolombia, quien interpuso la denuncia penal-. A su turno por parte de la defensa, se escuchó, como declarante común a la abogada CONSUELO PULGARÍN y al señor CHRISTIAN CAMILO HENAO GIRALDO -hijo del acusado-.
De igual manera, se dieron como probados por la vía de las estipulaciones probatorias, los siguientes hechos: (i) que el 4 de mayo de 2007, Leasing Bancolombia celebró los contratos de arrendamiento financiero número 77387 y 77388 con JHB, sobre los siguiente bienes muebles: un horno rotatorio con 80 latas de hornear y una cortadora boleadora marca Argenal en acero inoxidable, con un plazo de 60 meses, forma de pago mensual vencido; (ii) que el 29 de mayo de 2007 leasing Bancolombia celebró el contrato de arrendamiento financiero número 78221 con JHB, frente al bien mueble descrito como una galletera marca Madepan con 3 moldes, con un plazo de 60 meses, y forma de pago mensual vencido; (iii) que el 25 de octubre  de 2007 Leasing Bancolombia celebró el contrato de arrendamiento financiero número 83362 con JHB, respecto al bien mueble descrito como furgón marca Hyundai modelo 2008 de placa WHM 976, el plazo de dicho contrato fue de 60 meses. Forma de pago mensual vencido; (iv) que el señor JHB incumplió con los pagos de los contratos de arrendamientos financiero números 77387, 77388, 78221 y 83362 de 2007, siendo demandado, lo que originó el proceso de restitución de bienes muebles con radicado 2009-00271 ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira; (v) que mediante sentencia de junio 24 de 2010, el aludido juzgado declaró terminados los contratos de arrendamiento celebrados entre Leasing Bancolombia S. A y JHB, y ordenó la restitución en favor dicha compañía de financiamiento comercial, los siguientes elementos: un horno rotatorio con 80 latas de hornear, una cortadora boleadora marca Argenal en acero inoxidable, una galletera marca Madepan con 3 moldes y un furgón marca Hyundai modelo 2008 de placa WHM 976; (vi) que dicha sentencia quedó ejecutoriada el 9 de julio de 2010; y (vii) que JHB está diagnosticado desde el año 2009 con trastorno mixto de ansiedad y depresión código F-412, asociado a problemas económicos y afectivos, paciente al parecer con trastorno adaptativo crónico, con manifestaciones depresivas y ansiosas, con exacerbador externo, estresores familiares y económicos por pérdidas que ha tenido en su empresa.
El tipo penal de fraude a resolución judicial por el que se juzga al señor JHB, vigente para la fecha de los hechos, era el contenido en el artículo 454 C.P., con el incremento del artículo 14 de la Ley 890/04, que disponía: “El que por cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de obligación impuesta en resolución judicial, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a setenta y dos (72) meses de prisión y multa de seis punto sesenta (6.60)  a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”, no obstante, tal disposición fue modificada por el artículo 47 de la Ley 1453/11, la cual fijó como sanción una pena que oscila entre uno (1) y cuatro (4) años de prisión, y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, siendo esta la normativa que rige en la actualidad.
De lo anterior, se tiene que incurre en tal conducta la persona (indeterminada) que por cualquier medio desobedezca, evada, contravenga o se sustraiga al acatamiento de una obligación -ya sea de hacer o de abstenerse de realizar alguna actividad-, que le hubiera sido impuesta mediante una resolución judicial o administrativa de policía, del cual haya sido debidamente enterado o notificado, en tanto, como así lo sostiene la jurisprudencia “su desconocimiento impide la exigibilidad de su ejecución. Además, debe contar con la capacidad para cumplir la obligación impuesta, pues cuando no está en condiciones de observar lo mandado, no se configura el fraude.
”.  Así mismo, respecto de tal ilícito, la Sala de Casación penal igualmente tiene sentado:

“Sea cualquiera la forma de ejecución del comportamiento omisivo, es indispensable que el sujeto activo se sustraiga a través de medios fraudulentos porque no se trata de sancionar simplemente la desobediencia a un mandato judicial sino solo cuando se realiza a través de artificios o ardides como lo ha precisado la Sala al destacar que cuando el precepto alude a «cualquier medio» ellos deben ser engañosos, ya que si bien el supuesto de hecho no pide que la inobservancia esté acompañada de una conducta en concreto, es lo cierto que el nombre del delito demanda esa particularidad, esto es, que el incumplimiento sea fraudulento
.

De otra parte, para la configuración del delito se requiere que la resolución judicial (auto, orden, sentencia o cualquiera otra denominación de la decisión) contenga una obligación de cualquier índole, laboral, civil, penal o administrativa, dispuesta en favor de una persona determinada, una colectividad o de la propia administración, cuyo cumplimiento sea exigible por estar en firme, sea porque no admita recursos o porque los medios de impugnación fueron ya resueltos confirmando el objeto de la obligación, de modo tal que se sea indiscutible. 

El delito en comento es de mera conducta porque no se exige un resultado traducido en perjuicio concreto a la administración de justicia, sino que basta para su agotamiento la sola desobediencia a la obligación contenida en la orden judicial o administrativa de policía.  Y es de carácter permanente en cuanto su ejecución inicia a partir del momento en que se sea exigible la orden judicial y se extiende por el tiempo en que perdure el incumplimiento o desacato.”
.
Se tiene entonces que para la configuración de tal conducta, no basta con que la persona se sustraiga al acatamiento de una obligación establecida en una decisión judicial que debe ser clara, expresa y exigible frente a quien  se le pretende endilgar su omisión, sino además, que para ser considerada como típica, la conducta debe ser eminentemente dolosa, esto es, que el sujeto activo se aparte de manera voluntaria y consciente del cumplimiento del fallo judicial, lo que a la postre hace que su accionar se torne fraudulento, por cuanto la mera inobservancia o la imposibilidad de atender la decisión judicial no tiene una connotación punible, pues de serlo, comportaría una forma de responsabilidad objetiva, que se encuentra proscrita por nuestro ordenamiento legal. Respecto a esa inobservancia, la Sala de Casación Penal, como bien lo indicó la A-quo ha sostenido:

“Sea cualquiera la forma de ejecución del comportamiento omisivo, es indispensable que el sujeto activo se sustraiga a través de medios fraudulentos porque no se trata de sancionar simplemente la desobediencia a un mandato judicial sino solo cuando se realiza a través de artificios o ardides como lo ha precisado la Sala al destacar que cuando el precepto alude a «cualquier medio» ellos deben ser engañosos, ya que si bien el supuesto de hecho no pide que la inobservancia esté acompañada de una conducta en concreto, es lo cierto que el nombre del delito demanda esa particularidad, esto es, que el incumplimiento sea fraudulento”
. 

Con miras entonces a ingresar en el fondo del estudio de este asunto y aunque en sentir del abogado recurrente, por parte de la A-quo se incurrió en una indebida valoración de la prueba arrimada a juicio, por cuanto, en su sentir sí se acreditó la incursión del señor JHB en el ilícito endilgado, para la Sala y en contravía de dicha postura, la decisión que en este asunto había de emitirse no era distinta a la absolución, dada la existencia de dudas insalvables respecto de la materialidad de la ilicitud, así como de la responsabilidad del acusado, como pasará a sostenerse.
Específicamente, respecto a las pruebas testimoniales que se arribaron a juicio, y en punto de lo expuesto por el abogado externo de Leasing Bancolombia, en el área penal, Doctor CARLOS MARIO MOLINA ARRUBLA, se advierte que fue quien interpuso la respectiva denuncia como apoderado de dicha compañía, y con ocasión de la información que se le entregó en el sentido que el señor JHB, incumplió los pagos mensuales a que se comprometió en los contratos de Leasing suscritos. Puso de presente dicho testigo de las actividades que emprendió y de los requerimientos efectuados al señor JHB para que atendiera la orden judicial de entregar de los bienes muebles objeto de los contratos, lo que nunca acató por lo cual se interpuso la denuncia penal. Resaltó que la sentencia fue de junio 24 de 2010 y la denuncia la interpuso en octubre 22 de 2012, a la vez que desconocía que se había hecho entrega del furgón por parte del demandado a la entidad financiera.
De lo referido por dicho profesional del derecho se tiene que solo comunicó a la Fiscalía General de la Nación los hechos que concitaron la denuncia en contra del señor JHB, por cuanto en su sentir se configuró el delito de fraude a resolución judicial, dada la no recuperación de los bienes objeto de Leasing, conforme se lo indicó la abogada externa de dicha compañía en esta capital, y como lo sostuvo el mismo, con miras a lograr tal objetivo, con antelación a interponer la denuncia, le envió al procesado algunas comunicaciones con requerimientos para tal efecto, esto es, que hiciera entrega de los muebles adquiridos en el contrato de leasing, lo que tampoco consiguió, pero en momento alguno da cuenta, o por lo menos de ello nada le consta, en relación con las presuntas maniobras engañosas o el ardid que el procesado utilizó para no acatar el fallo judicial. 
Ahora, de la información que entregó la Doctora CONSUELO PULGARÍN SÁNCHEZ, abogada externa de Leasing Bancolombia en Pereira, se colige que fue la encargada de adelantar el proceso de restitución ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta capital, quien fue enfática en expresar que al iniciar el aludido proceso de restitución, se debe realizar una diligencia de secuestro para que los bienes queden a disposición de un secuestre y una vez culminado el proceso sean entregados al banco, pero dicha profesional indicó que no fue posible la práctica de la aludida actuación, ya que al llegar al sitio donde se encontraban los muebles, la bodega estaba cerrada o no existía -sin lograr recordarlo-, pero enfatizó en que los bienes no se recuperaron, pues finalmente cuando se ingresó al lugar, los muebles no se hallaron. Refirió además, que en conversación que sostuvo con JHB, este le informó que uno de los bienes -sin especificar cuál- lo había enajenado a un cliente en Bogotá quien no le había pagado, sin recordar en qué momento se dio tal situación, esto es, si luego del secuestro o de la sentencia, e igualmente dio cuenta que el demandado llevó una máquina desbaratada en un costal al banco, que no correspondía a ninguno de los bienes por los que se interpuso la demanda, por lo cual no se le recibió.
Dicha profesional expresó también que luego de persuadir al secuestre -dentro de otro proceso por restitución de bien inmueble arrendado-, para que le indicara donde estaban los muebles, como a la postre así lo  hizo, estos tampoco fueron encontrados, pues en ese otro asunto con ocasión del no pago del canon de arrendamiento a cargo de la señora que había quedado con el negocio de don JHB, el demandante hizo uso del derecho de retención como garantía de lo que se le adeudaba, dentro de los cuales, según se imagina, estaban los muebles que ella perseguía, máxime que en la diligencia no los ubicó.  Ante cuestionamientos de la A-quo reiteró no saber en qué instante JHB enajenó uno de los bienes, y cree que él hizo un negocio con la señora, sin saber si era su compañera sentimental o una clienta, quien explotaba esa panadería, sin haberse logrado la recuperación de los bienes que perseguía. Finalmente, como testigo común, la abogada CONSUELO PULGARÍN, señaló a la defensa, luego de leer la entrevista que rindió, que el demandado había entregado una carrocería tipo furgón al banco, según dicha entidad se lo comunicó, pero de lo otro no hubo restitución.
De lo vertido en juicio por la aludida abogada se advierte que con ocasión del proceso de restitución de los bienes muebles objeto de Leasing, no se logró su recuperación, salvo el vehículo que al parecer sí le fue devuelvo a la entidad bancaria, pero igualmente se colige que si no encontraron los bienes muebles en la bodega donde el señor JHB realizaba su actividad comercial, no lo fue por alguna maniobra engañosa o subrepticia ejecutada por este; por el contrario, lo que se sabe es que cuando fueron a dicho lugar la bodega se hallaba cerrada, lo que les impidió ingresar para efectuar el secuestro, diligencia que como bien lo indicó la letrada, se ejecuta al inicio del proceso, para aprisionar los respectivos muebles y cuando a la postre lograron ejecutarla, se percataron que con ocasión de otro proceso que se adelantaba en contra de JHB, esta vez por restitución de inmueble arrendado, los bienes que allí permanecerían fueron objeto de retención en curso de dicho trámite, sin haber ubicado alguno de los que Leasing Bancolombia había adquirido y que usufructuaba el procesado.

Del anterior relato, se aprecia, sin lugar a equívoco, que con antelación a que se emitiera el fallo por parte del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, los bienes muebles cuya recuperación se pretendía ya no estaban en poder del señor JHB, por cuanto estos habían sido objeto de retención dentro de otro proceso de restitución de bien inmueble arrendado. Si ello es así, como en efecto lo fue, no puede decirse que por parte del señor JHB, se hubiesen maquinado acciones de índole engañosas o fraudulentas para omitir el cumplimiento de la sentencia proferida en junio 24 de 2010 y ejecutoriada en julio 9 de esa anualidad, por cuanto desde tiempo atrás se sabía que el demandado estaba en imposibilidad de observar la decisión judicial, dado que los bienes no se encontraban bajo su poder, sino atados a otra acción de índole judicial que al parecer de forma concomitante se surtió en su contra.

Y es que el abogado GUSTAVO GIRALDO JARAMILLO, fue claro en señalar que con ocasión de su labor como administrador de la bodega donde funcionó el local del señor JHB, 
y en el que tenía varias maquinarías para las labores de panadería, fue enfático en indicar que ante el mandato entregado, y con ocasión del no pago de los cánones de arrendamiento de dicho local, donde JHB y su señora eran los arrendatarios, se dio inicio a un proceso de restitución de inmueble arrendado, en el que se solicitaron medidas cautelares, procediéndose al embargo de hornos grandes, materiales y herramientas usadas en la actividad de la panadería. Refirió que al parecer vendieron unos hornos y con su producto pagaron parcialmente algunas obligaciones por arrendamientos, y en el acta respectiva quedó la relación de todos los bienes, los que por el tiempo transcurrido no los recuerda, y que en su momento fueron dejados en depósito al señor JHB por parte del secuestre y en el mismo lugar donde funcionaba la panadería por el sector de la vía la Romelia - El Pollo.
Mírese entonces, que si para el instante en que la abogada de Leasing Bancolombia acudió a realizar la diligencia de secuestro, la primera fallida y la otra, donde si bien pudo ingresar a la bodega no encontró los bienes que le habían sido entregados por el contrato suscrito con el señor JHB, lo fue no por el hecho de que este haya pretendido ocultarlas, sino por cuanto los muebles que permanecían en dicho lugar ya habían sido objeto de otra medida cautelar en proceso diferente, de ahí que carecía de la posibilidad de devolverlos a la Compañía de Financiamiento Comercial.

Ahora, aunque se dice que el acusado JHB, vendió unas maquinarias, como en efecto así lo confirmó el abogado  GUSTAVO GIRALDO, lo que se sabe es que si ello se dio, lo fue con el consentimiento, errado o no, del señor GUILLERMO OROZCO, quien fungió como secuestre dentro del proceso de restitución de bien inmueble arrendado, y al parecer con la venta de algunas de las maquinarias que allí tenía, se logró efectuar un pago parcial de la deuda por los cánones de arrendamiento de la bodega donde funcionaba la panadería.
No obstante lo anterior, no puede pregonarse, en tanto respecto a ello nada se acreditó, que la maquinaría o el horno que quizás el señor JHB enajenó, haya sido precisamente el que se le entregó producto del Leasing adquirido con Bancolombia, en tanto como bien lo indicó la Dra. CONSUELO  PULGARÍN y lo ratificó el abogado GUSTAVO JARAMILLO, en dicho sitio habían muchas otras máquinas y al punto que precisamente cuando la abogada de la entidad bancaria pudo acceder a dicha bodega, no halló ninguno de los bienes muebles que perseguía.

Para determinar la tipicidad del delito de fraude a resolución judicial endilgado al procesado, se hacía imperativo demostrar que el no acatamiento a la sentencia dictada en su contra por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, donde ordenaba la restitución a favor de Leasing Bancolombia, de los bienes muebles objeto del contrato de arrendamiento comercial, lo fue mediante el uso de artificios, engaños o medios fraudulentos, pero tal situación en este asunto no fue debidamente soportada, es más, incluso como así lo sostuvo la A-quo y el mismo Fiscal al dársele lectura al fallo, en este asunto no se estructuraron en debida forma los hechos jurídicamente relevantes, en tanto en momento alguno se le indicó al señor JHB, ya fuera en la audiencia de formulación de imputación ora en la acusación, en qué consistieron esos medios engañosos de los que se valió para no cumplir el fallo judicial.

Y es que en este asunto, como bien lo analizó la A-quo no existe prueba alguna que permita demostrar, que fue con posterioridad a la ejecutoria del fallo proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, que el señor  JHB, haya emprendido acciones fraudulentas para desatender la sentencia judicial; por el contrario, como viene de verse y los elementos de prueba arrimados así lo enseñan, fue con antelación a esa decisión judicial que el acá procesado ya carecía de poder sobre los muebles objeto del contrato de Leasing, dada su aprehensión por otro proceso judicial.
No puede tampoco desconocerse que al parecer el señor JHB, trató de hacer entrega del horno que se le había entregado por parte de Leasing Bancolombia, mismo que como se sabe a voces de la abogada externa de dicha entidad, no fue recibido por cuanto se encontraba desbaratado y llevado en un costal, sino porque además no correspondía con algunos de los bienes objeto de demanda, lo que comporta pregonar, que podrían haber sido uno distinto, sin saberse si tal situación se dio con antelación o con posterioridad al fallo emitido en su contra, pero ello da cuenta al menos de la intención que tenía de hacer devolución de esos elementos, como así lo hizo respecto del furgón, frente al cual la Doctora CONSUELO PULGARÍN, luego de rememorar lo que dijo en la entrevista, señaló que en efecto fue reintegrado a la entidad bancaria, lo que desconocía el abogado CARLOS MARIO ARRUBLA MOLINA, quien interpuso la denuncia penal, como así lo dio a entender.

Para la Corporación en consonancia con lo expuesto por la A-quo, y en contravía de lo sostenido por el recurrente, quien adujo que el señor JHB, implementó una estrategia calculada para ocultar los bienes y disponer de ellos, se tiene que con la prueba arrimada a juicio, no se logró establecer que el acá acusado haya dirigido su voluntad de manera consciente a incumplir la sentencia proferida en su contra, por el contrario como viene de verse, el mismo se hallaba imposibilitado para acatarla, si en cuenta tenemos que incluso al parecer antes de materializarse la diligencia de secuestro promovida por Leasing Bancolombia, los bienes estaban a ordenes de otro proceso, o al menos, ello se infiere de lo narrado por los abogados declarantes.  

Advierte igualmente la Sala, que en este asunto la actividad investigativa se quedó corta, en tanto para dilucidar si la medida cautelar que se surtió en el proceso de restitución de bien inmueble arrendado, fue con antelación al fallo dictado por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, se podría haber acopiado información del Juzgado que adelantó ese trámite y de la cual podría haber dado cuenta el abogado GUSTAVO  JARAMILLO, pero ello no fue así, al punto que pese a que se trata de un asunto de hace más de 13 años, ello se dejó a la memoria, cuando tan amplió lapso pudo hacer mella en el proceso de rememoración de los testigos, al punto que a muchas de las respuestas, manifestaron no recordar precisamente por tal motivo.

Ahora, si el señor JHB, vendió al parecer una maquinaria para abonar a la deuda del proceso de restitución del bien inmueble arrendado, en este caso se desconoce si ello se dio respecto de la maquinaría adquirida por Leasing Bancolombia, o por el contrario, si era otra de su propiedad, por cuanto recuérdese, como lo dijeron los abogados que adelantaban ambos procesos, que eran diversas las herramientas de trabajo que en la panadería tenía el acá procesado, de ahí que no puede decirse que aquella que vendió haya sido una de las comprometidas en este asunto.  Y aunque ello hubiera sido así, tampoco se sabe a ciencia cierta si tal situación se dio con antelación o con posterioridad a la ejecutoria de la sentencia, lo que no fue debidamente comprobado.

Finalmente y aunque el recurrente da cuenta que en este asunto, el señor JHB pudo incurrir en una tentativa desistida, por cuanto el accionar de terceros impidió que incumpliera en su integridad el fallo, dada la entrega provisional de bienes -el furgón-, como así lo entiende la Corporación, al respecto baste decir que por regla general, la tentativa, como elemento amplificador del tipo, aplica frente a los delitos denominados de resultado y no para para los de mera conducta, como es el caso del fraude a resolución judicial, como se indicó en jurisprudencia citada
, debido a que para su consumación se hace necesaria la sola desobediencia a la obligación contenida en la orden judicial o administrativa de policía, por medio de maniobras engañosas o fraudulentas tendientes a soslayar su cumplimiento, y por lo mismo, no admite la tentativa. De ahí entonces que ante dicha postulación, que nació solo de su análisis en sede de alzada, nada absolutamente nada se dijo en la imputación, acusación y menos se debatió y acreditó en juicio, por lo que tal postura no es de recibo para la Corporación.
Por lo anterior, y como quiera que para la Sala la decisión adoptada por la funcionaria A-quo, en cuanto absolvió al señor JHB, al no haberse soportado la materialidad y especialmente la responsabilidad en el ilícito endilgado, más allá de toda duda razonable, se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia absolutoria proferida en enero 27 de 2025 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en cuanto absolvió al señor JHB, como autor del punible de fraude a resolución judicial.
La presente sentencia se notificará en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse deberá hacerse dentro del término de ley.
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